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FMZ 1361/2018/TO1/28/CFC7

En la ciudad de Buenos Aires, a los 31 días del mes de enero de

2024, se reúne la Sala de Feria de la Cámara Federal de Casación

Penal integrada por la doctora Angela E. Ledesma como Presidente

y los doctores Javier Carbajo y Gustavo M. Hornos, asistidos por

la secretaria actuante, a los efectos de resolver el recurso de

casación  interpuesto  en  la  presente  causa  FMZ

1361/2018/TO1/28/CFC7,  caratulada  “AGUIRRE,  Armando  Daniel

s/recurso de casación”; de la que resulta:

I. El Tribunal Oral en lo Criminal Federal Nro. 1 de

Mendoza, el día 5 de enero de 2024, resolvió: “NO HACER LUGAR al

planteo de exención de prisión incoado por la defensa de Carlos

Armando Aguirre”.

II. Contra  esa  decisión,  el  Defensor  Público

Coadyuvante, asistiendo a Armando Daniel Aguirre, dedujo recurso

de casación, el que fue concedido por el a quo.

III. En su impugnación, el recurrente sostuvo que el

rechazo  de  su  petición  resulta  infundado  y  contradictorio  en

tanto no reparó en las circunstancias invocadas por esa parte.

Explicó que la falta de motivación de la resolución

cuestionada le impide a esa parte rebatir los argumentos del

tribunal en lo que respecta a su postura de considerar firme y

ejecutable una sentencia que, según expuso, no revestiría tales

condiciones.

 Solicitó que  se case  la resolución  impugnada y  se

dicte  una  ajustada  a  derecho  y  sin  reenvío,  disponiendo  la
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exención de prisión o morigeración de la prisión preventiva de su

asistido Aguirre bajo las medidas de sujeción que se estimen

pertinentes.

IV.  Con  fecha  30  de  enero  del  corriente  año  se

cumplieron las previsiones del art. 465 bis del CPPN, oportunidad

en que presentaron breves notas la Defensora Pública Oficial de

Armando  Daniel  Aguirre,  el  representante  de  la  querella

conformada  por  la  AFIP-DGI  y  el  representante  del  Ministerio

Público Fiscal

a) La  Defensora  Pública  Oficial  recordó  que  se

encontraba en trámite ante la Sala II de esta Cámara, el recurso

extraordinario  federal  interpuesto  por  esa  parte,  contra  la

decisión que confirmó la sentencia condenatoria dictada por el

Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Mendoza n° 1.

Indicó que el temperamento adoptado por el a quo en el

sub  lite  implicaba  confundir  los  conceptos  de  imputado  y

condenado.  Con  cita  del  precedente  de  Fallos:  330:2826

(“Olariaga”),  alegó  que  no  era  posible  afirmar  que  Aguirre

estuviera  condenado,  pues  subsistían  medios  de  impugnación

posibles contra la sentencia. Se refirió al art. 375 del C.P.P.F.

y meritó que Aguirre contaba aún con la presunción de inocencia,

por lo que debía aceptarse la vigencia de la exención de prisión

y  de  la  excarcelación  como  medio  para  tutelar  su  libertad

personal.

Por otro lado, adujo que el dictado de una sentencia

condenatoria no firme no podía operar automáticamente para fundar

la valoración sobre la presencia de riesgos procesales. Memoró
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sobre las condiciones personales de Aguirre y detalló que durante

todo  el  trámite  de  las  actuaciones  conservó  el  estado  de

libertad,  manteniéndose  siempre  a  derecho  y  asistiendo  a  los

actos procesales para los que fue requerido.

Estimó que no había riesgos que justificaran la prisión

preventiva y concluyó señalando que la decisión del tribunal oral

era arbitraria, por carecer de motivación suficiente.

b)  El representante de la querella conformada por la

AFIP-DGI, pidió que se rechazara el recurso de casación de la

defensa. Argumentó que la presentación se limitaba a cuestionar

una  fundamentación  que  no  compartía,  pero  que  no  lograba

controvertir el criterio esgrimido.

Sostuvo  que  el  tribunal  motivó  correctamente  su

resolución, exponiendo las razones por las cuales no hacía lugar

a lo peticionado. Agregó que tampoco se advertía una vulneración

a las normas sustantivas y aseveró que existía riesgo de que el

imputado intentara evadir el cumplimiento de la condena impuesta.

Formuló reserva del caso federal.

c)  El  representante  del  Ministerio  Público  Fiscal

solicitó el rechazo del recurso de casación de la defensa.

Arguyó que la decisión cuestionada tenía sustento en

una correcta valoración de las circunstancias del caso y que las

razones dadas era suficiente para rechazar la exención de prisión

de Armando Daniel Aguirre.

Indicó que la posible detención del nombrado era en la

actualidad solo conjetural. Precisó que en la causa principal no

se había dictado una orden de detención, recordó que el recurso
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extraordinario federal presentado por la defensa aún no había

sido tratado y expresó que, en consecuencia, el planteo de la

defensa era abstracto, de acuerdo con los arts. 375 del C.P.P.F.

y 285 del C.P.C.C.N.

Por otro lado, alegó que en la etapa de revisión se

había ratificado la responsabilidad penal del imputado por los

hechos atribuidos y manifestó tal extremo ameritaba a que se

tuvieran como existentes circunstancias objetivas que darían base

a la necesidad de imponer medidas restrictivas de la libertad.

Citó precedentes de esta Cámara en sustento de sus dichos.

Expuso que debían tomarse en cuenta sus condiciones la

gravedad  y  las  características  de  los  hechos  atribuidos  a

Aguirre, en particular su grado de intervención. De igual modo,

memoró que la pena decidida hasta el momento era de cumplimento

efectivo, lo cual permitía conjeturar que intentaría eludir el

accionar de la justicia.

Añadió que los factores de arraigo traídos en favor del

imputado debían sopesarse junto a los elementos precedentemente

reseñados,  pues  los  primeros  no  bastaban  para  impedir  que

intentara eludir el accionar de la justicia. 

La señora jueza Angela E. Ledesma dijo:

I. A fin de imprimir un debido tratamiento al recurso

bajo  examen,  corresponde  efectuar  una  breve  reseña  de  los

antecedentes relevantes del caso.

El  Tribunal  Oral  en  lo  Criminal  Federal  Nº  1  de

Mendoza,  en  los  autos  principales,  condenó  a  Carlos  Armando

Aguirre a la pena de “CUATRO (4) AÑOS DE PRISIÓN y MULTA de pesos
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sesenta  y  cinco  mil  ($65.000,00),  con  accesorias  legales  y

costas, por considerarlo coautor penalmente responsable de la

infracción al artículo 15, inciso ‘c’, primera parte del Régimen

Penal  Tributario  establecido  por  la  ley  27430  (Título  IX,

artículo  279)  en  carácter  de  integrante  (arts.  22  bis;  12,

siguientes y concordantes y 45 del Código Penal; y arts. 531,

siguientes y concordantes del CPPN”.

Ese  pronunciamiento  fue  recurrido  por  la  defensa  de

Carlos Armando Aguirre y, el día 22 de noviembre de 2023, la Sala

II de la Cámara Federal de Casación Penal, por mayoría, rechazó

el remedio impetrado (cfr. Reg. 1398/23). 

Contra esa decisión, la defensa interpuso un recurso

extraordinario federal, el cual se encuentra en trámite ante esa

Sala. 

En este escenario, la defensa de Aguirre solicitó la

exención de prisión del nombrado ante el tribunal a quo.

Sustentó su petición en que “… si bien no hay una decisión acerca

del efecto suspensivo en el caso concreto de esta causa, entiendo

que el criterio que tiene el Tribunal Oral en la materia me

permite  hacer  este  planteo.  En  efecto,  ese  Tribunal  Oral

considera que con el rechazo del recurso extraordinario federal

interpuesto por la defensa de una persona condena a una pena de

prisión de cumplimiento efectivo, queda habilitada la posibilidad

de  detener  a  dicha  persona  toda  vez  que  la  sentencia  sería

‘ejecutable’”.

Al responder los traslados conferidos, la representante

del Ministerio Público Fiscal y los representantes de la querella
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(AFIP-DGI) consideraron que no debía hacerse lugar al pedido de

la defensa.

La  primera  sostuvo  que  la  exención  de  prisión  era

improcedente, alegando que existía una condena impuesta y que, de

ser confirmada, era altamente probable que el imputado intentara

evadir su cumplimiento.

Los letrados por la querella señalaron que el art. 285

del  C.P.C.C.N.  establecía  que  el  trámite  de  la  queja  por

denegación  del  recurso  extraordinario  federal  no  suspendía  el

curso del proceso, de modo que, si la Cámara Federal de Casación

Penal rechazaba el recurso extraordinario federal interpuesto,

quedaba habilitada en forma inmediata la posibilidad de ordenar

la detención de Armando Aguirre.

Los  jueces  de  la  instancia  previa  rechazaron  la

presentación en la inteligencia de que  la exención de prisión

solicitada no resultaba procedente para el estadio procesal en el

que se encuentra la causa, ni se verifican cumplidos los extremos

requeridos por la normativa que rige el instituto.

En este sentido, los magistrados de la instancia previa

sostuvieron que, de conformidad a lo normado por el artículo 316

del Código de forma, Aguirre se encuentra excluido de la calidad

de sujeto procesal susceptible de ser alcanzado por el instituto

solicitado.

II. De la reseña efectuada surge que, no encontrándose

firme  el  pronunciamiento  condenatorio  dispuesto  por  el

sentenciante  –en  tanto  se  encuentra  en  trámite  el  recurso

extraordinario federal interpuesto contra la confirmación de la
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condena— y habiendo transitado Armando Daniel Aguirre el proceso

en libertad, la decisión recurrida no analiza adecuadamente la

posibilidad de frustrar los fines del proceso, motivo por el cual

entiendo que deviene arbitraria.

En efecto, de conformidad con lo establecido por el

cimero tribunal en Fallos: 330:2826 (“Olariaga”) y tal como lo he

sostenido  en  numerosos  pronunciamientos,  “la  ejecución  de  la

sentencia en materia penal, sólo puede operar cuando el fallo

condenatorio quede firme, esto es, cuando la Corte Suprema de

Justicia  de  la  Nación  rechaza  la  queja  por  el  recurso

extraordinario  federal  denegado,  por  imperio  del  principio

constitucional de inocencia (art. 18 CN, 8.2 CADH y 14.2 PIDCyP)”

(cfr.  mi  voto  en  la  causa  7694/2006/TO1/1/CFC1,  caratulada:

“Medrano, Ricardo Rubén s/ recurso de casación”, reg. Nº 720/14,

rta.  el  08/05/2014  y  sus  citas;  y  causa  FPA

13009634/2011/TO1/CFC4, caratulada: “Torrealday, Miguel Alberto y

otros  s/  recurso  de  casación”,  reg.  Nº  1649/23,  rta.  el

20/12/2023). 

Los extremos invocados no resultan suficientes para el

dictado  de  la  resolución  cuestionada  pues  aún  resulta

imprescindible analizar las condiciones personales del imputado y

su comportamiento en el marco del proceso para determinar si

existía alguna posibilidad de frustrar el afianzamiento de la

justicia. 

Es  que  el  encarcelamiento  no  procede  en  forma

automática si la decisión no adquirió calidad de cosa juzgada,

sino  que  la  excepción  de  la  garantía  solo  estará  autorizada
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cuando  existan  razones  debidamente  justificadas.  Criterio  que

sostuve  al  votar  en  la  causa  nro.  5164,  caratulada  “Méndez,

Evelyn Giselle s/ recurso de casación”, con fecha 5 de julio de

2004, registro nº 349/04 de la Sala III de esta Cámara, a cuyos

argumentos me remito en honor a la brevedad.

En esta línea, también se expidió el Máximo Tribunal en

el precedente “Loyo Fraire” (L.196.XLIX), del 6 de marzo de 2014,

oportunidad en que se sostuvo, frente a un supuesto con condena

no firme que, “la decisión debe contener la motivación suficiente

que permita evaluar si se ajusta a los requisitos impuestos por

la Corte Interamericana sobre Derechos Humanos, entre ellos, el

de  necesidad,  en  el  sentido  de  que  sean  absolutamente

indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una

medida menos gravosa respecto al derecho intervenido entre todas

aquellas que cuentan con la misma idoneidad para alcanzar el

objetivo propuesto (sentencia del 21 de enero de 1994, en el caso

‘caso Gangaram Panday Vs. Surinam’, párrafo 93)”. 

En el presente caso, los sentenciantes no han efectuado

un análisis de la necesidad de la medida cautelar en los términos

recientemente  expuestos,  omisión  que  se  contradice  con  los

principios  constitucionales  que  rigen  la  materia.  Tampoco

descartaron la idoneidad de otras medidas morigeradas, conforme

lo prevé el art 210 CPPF. 

De esta manera, el tribunal incurrió en un supuesto de

arbitrariedad (Fallos 316:321 y 1285, 318:2299 y 2424; 319:1741;

322:2067; 323:1989) que descalifica el pronunciamiento examinado

como acto jurisdiccional válido. 
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En efecto, dada la falta de firmeza de la sentencia

condenatoria,  que  la  parte  ha  señalado  que  se  encuentra  en

trámite el recurso extraordinario que interpuso, la ausencia de

evaluación  de  los  riesgos  procesales,  de  conformidad  con  la

doctrina sentada por nuestro Máximo Tribunal en el precedente

“Loyo  Fraire”  y  la  posibilidad  de  imponer  medidas  cautelares

menos  gravosas  -individuales  o  combinadas-,  dado  el  carácter

excepcional con el cual se debe aplicar la prisión preventiva,

afín  a  los  principios  constitucionales  de  última  ratio,

necesidad,  excepcionalidad,  subsidiariedad,  gradualidad  y

proporcionalidad, y conforme lo previsto en los arts. 210, 221

incs. “a” y “c” y 222 del CPPF, considero que corresponde hacer

lugar al recurso de casación interpuesto y revocar la resolución

recurrida.

Tal es mi voto.

El señor juez Javier Carbajo dijo:

I. Que en las particularidades del caso, habré de dejar

a salvo mi opinión en cuanto a que considero que el recurso de

casación interpuesto deviene inadmisible, en atención a que las

discrepancias valorativas expuestas por la parte recurrente sólo

reflejan que no se comparten los fundamentos brindados por el

tribunal de origen, mas esa circunstancia no configura un agravio

fundado en la doctrina de la arbitrariedad (Fallos: 306:362 y

314:451,  entre  muchos  otros),  o  en  graves  defectos  del

pronunciamiento (Fallos: 314:791; 321:1328 y 322:1605); a lo que

se agrega que la cuestión federal invocada no fue desarrollada
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debidamente  con  referencia  a  las  circunstancias  de  la  causa

(Fallos 310:1465 y 311:1686, entre otros). 

Sin embargo, tras haber tomado conocimiento durante la

deliberación (art. 398 del C.P.P.N.) de la posición contraria de

mis distinguidos colegas al respecto, advierto que la decisión en

crisis  ha  efectuado  un  sucinto  pero  razonable  examen  de  los

riesgos  procesales  que  justifican  el  dictado  de  la  medida

privativa de la libertad aquí controvertida.

En  esa  dirección,  se  verifica  ajustado  el  examen

llevado  a  cabo  por  los  colegas  del  tribunal  anterior  con

particular consideración de la situación procesal del encartado y

el desfavorable panorama que se cierne sobre ellos atendiendo a

la pena impuesta, aun cuando no se encuentre firme. 

Al respecto, si bien la sentencia condenatoria dictada

en contra de Armando Daniel Aguirre no ha adquirido firmeza como

ha  sido  reseñado  precedentemente  en  el  voto  de  la  doctora

Ledesma,  cierto  es  que  la  presunción  de  inocencia,  aún  en

vigencia, ha sido puesta en crisis con la imposición de la pena

de cuatro (4) años de prisión. 

En el  caso, el  dictado de  la prisión  preventiva no

implica la ejecutoriedad de la condena no firme sino la ejecución

de una medida cautelar derivada del evidente aumento de riesgo

procesal asociado al dictado de un veredicto condenatorio. 

Cabe poner de resalto que el derecho del que goza el

imputado sometido a proceso de transitarlo en libertad en virtud

del principio de inocencia debe conjugarse con el que tiene la

sociedad de defenderse contra el delito. 
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Así lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de la

Nación al indicar que “…el derecho a gozar de libertad hasta el

momento en que se dicte sentencia de condena no constituye una

salvaguardia contra el arresto, detención o prisión preventiva,

medidas cautelares éstas que cuentan con respaldo constitucional,

pues la idea de justicia impone que el derecho de la sociedad a

defenderse contra el delito sea conjugado con el del individuo

sometido  a  proceso,  de  manera  que  ninguno  de  ellos  sea

sacrificado en aras del otro” (Fallos: 310:1835). 

Se impone también recordar lo expresado por la Comisión

Interamericana de Derechos Humanos en el Informe 2/97, en cuanto

a que “…la seriedad del delito y la eventual severidad de la pena

son dos factores que deben tenerse en cuenta para evaluar la

posibilidad de que el procesado intente fugarse para eludir la

acción de la justicia…”.

Es así que comparto lo apreciado en el resolutorio en

orden a que la condena –aún no firme- supone un mayor grado de

convicción acerca de la existencia del hecho recriminado y de la

responsabilidad  que  podría  caberle  al  imputado  y,  en

consecuencia, del panorama desfavorable que se cierne sobre el

que se erige como pauta de riesgo de elusión. 

En esa dirección, la mencionada decisión jurisdiccional

se presenta como una pauta de especial relevancia a la luz de los

estándares  definidos  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la

Nación en los precedentes antes citados y en “Otero” —O. 83. XLVI

— del 01/11/11 y “Aguirre” —A. 255. XLVII— del 20/12/2011, entre

otros. 
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Desde la perspectiva enunciada, la resolución impugnada

se  encuentra  suficientemente  sustentada  y  los  agravios  sólo

evidencian  una  opinión  diversa  sobre  la  cuestión  debatida  y

resuelta  (C.S.J.N.  Fallos;  302:284;  304:415);  decisión  que

cuenta, además, con los fundamentos jurídicos mínimos, necesarios

y suficientes, que impiden su descalificación como acto judicial

válido (Fallos: 293:294; 299:226; 305:1103; 306:1368; 335:1779).

II. En virtud de ello, estimo que corresponde rechazar

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Defensor  Público

Coadyuvante de Armando Daniel Aguirre; sin costas en la instancia

(arts. 530 y 531 in fine del C.P.P.N.). Tener presente la reserva

del caso federal.

El señor juez Gustavo M. Hornos dijo:

I. El recurso deducido resulta formalmente admisible

pues, como llevo dicho invariablemente, a esta Cámara Federal de

Casación Penal en efecto compete por regla la intervención en

cuestiones  como  la  aquí  planteada,  en  la  que  la  resolución

recurrida resulta restrictiva de la libertad y, correlativamente,

susceptible  de  ocasionar  un  perjuicio  de  imposible  reparación

ulterior.  Y  ello  así,  por  cuanto  éste  no  sólo  es  el  órgano

judicial “intermedio” a quien ha sido confiada la reparación de

los perjuicios irrogados a las partes en instancias anteriores,

sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, sino también

porque su intervención –atento a su especificidad– asegura que el

objeto eventualmente a revisar por el Máximo Tribunal sea “un

producto  más  elaborado”  (cf.  Fallos  318:514,  in  re  “Giroldi,

Horacio D. y otro s/recurso de casación”; 325:1549; entre otros).
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II. Sentado cuanto precede, en lo que respecta al fondo

de  la  cuestión  debatida  coincido  en  lo  sustancial  con  las

consideraciones  efectuadas  por  el  doctor  Carbajo,  lo  que  en

definitiva me lleva a emitir mi voto en igual sentido, pues en

efecto la sentencia puesta en crisis se encuentra razonablemente

fundada y a salvo de las objeciones de la defensa, que pretende

descalificarla como acto jurisdiccional válido. 

En  este  orden  de  ideas,  independientemente  de  la

oportunidad procesal en la que tiene lugar la pretensión de la

defensa, al igual que indica el colega que me precede en el orden

de votación, no puede soslayarse que la decisión que viene a

estudio encuentra respaldo en el incremento del riesgo procesal

que se deriva, con relación al causante, a partir del rechazo del

recurso  de  casación  interpuesto  en  favor  de  Aguirre,  y  la

correlativa confirmación de la sentencia de condena dispuesta a

respecto.  Ello  así,  en  la  medida  en  que  dicha  circunstancia

actualiza  la  probabilidad  de  que  la  pena  impuesta  se  haga

efectiva, tal y como ya había sido advertido por la fiscal que

dictaminó, en este mismo sentido, en la instancia anterior.

Por ello, en fin, estimo que corresponde rechazar el

recurso de casación interpuesto, sin costas (arts. 530 y 531 in

fine del C.P.P.N.).

En mérito del Acuerdo que antecede, el Tribunal, por

mayoría, RESUELVE:

I. RECHAZAR  el recurso de casación interpuesto por la

defensa  de  Armando  Daniel  Aguirre,  sin  costas  (arts.  530  y

ccdtes. del C.P.P.N.).
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II. TENER PRESENTE la reserva del caso federal.

Regístrese,  notifíquese  a  las  partes,  comuníquese

(Acordada 5/19 de la CSJN) y remítase, mediante pase digital, a

Secretaría General donde deberá reservarse para su remisión a la

Sala  correspondiente,  una  vez  transcurrida  la  feria  judicial.

Sirva la presente de atenta nota de envío.
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